19 de abril de 2020

País: Cuba

Idioma original. Español

Solicitud de Llamamiento urgente al gobierno cubano por parte de los Representantes Especiales sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y expresión, al de la situación de los defensores de derechos humanos, a la Sección América de la Oficina de la Alta Comisionada para los Derechos Humanos y al Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas,
por la aplicación arbitraria de multas a ciudadanos cubanos que solo han ejercido el derecho consagrado en el artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, ONU, 1948, (en lo adelante DUDH),

 y que han provocado que algunos de ellos recurran a lo proclamado en el Preámbulo de dicha Declaración: 

 “Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión,” 
al negarse algunos de ellos a pagar dichas multas.
Remite el defensor de derechos humanos, ciudadano cubano Moisés Leonardo Rodríguez, con dirección en avenida 45 No. 2410 e/ 24 y 26. Cabañas. Municipio Mariel, provincia Artemisa, Cuba, CP 3750, correo electrónico corrientemartiana2004@gmail.com y teléfonos + 53 5 3351152 y + 53 5 9122070 y fijo + 53 47 30 8461.

De mi labor como defensor puede dar fe el Sr. Santiago Martínez Orense, oficial a cargo de la situación en Cuba de la Sección América de la Oficina de la Alta Comisionada para los derechos humanos de Naciones Unidas.
Introducción.
Considerando que en el artículo 19 de la DUDH se proclama que “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión.”, 
Siendo un hecho que los multados por el ejercicio de este derecho no han incurrido en violación alguna de las normas internacionales del sistema de Naciones Unidas para los derechos humanos ni de ninguna otra organización regional como es el caso de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH),
Teniendo en cuenta algunos han presentado quejas a las autoridades ajustados a ley pero que la experiencia nacional, sobre todo cuando se trata de actores de la sociedad civil no reconocida como es el caso de quienes nos ocupa, demuestra que  las violaciones sistemáticas e institucionalizadas de derechos humanos en Cuba no son en ningún caso objeto de investigación, enjuiciamiento de los violadores, reparación y resarcimiento a las víctimas cuando se agotan los recursos internos,
Dado que el procedimiento seguido viola lo establecido en el Código Penal cubano, Ley 62, al señalar éste en su artículo 35.4 “El tribunal para determinar la cuantía de la cuota, tendrá en cuenta los ingresos que percibe el infractor o, en su caso, el salario que perciban los trabajadores de la misma o análoga categoría que la de él, cuidando de no afectar, en cuanto sea posible, la parte de sus recursos destinados a atender sus propias necesidades y las necesidades de las personas a su abrigo” pues dichas multas no han sido impuestas por tribunal alguno y que además su cuantía si afecta los recursos de estas personas para atender sus propias necesidades y de las personas a su abrigo por su alta cuantía de 3000 pesos moneda  nacional (mn)  en todos los casos que registramos hasta el momento en tabla adjunta. 
Teniendo en cuenta que la multa es una sanción “principal” según el artículo 28 punto 2 inciso e) del Código Penal y que según el ARTICULO 47. 1.  del propio Código “El tribunal fija la medida de la sanción, dentro de los límites establecidos por la ley, guiándose por la conciencia jurídica socialista y teniendo en cuenta, especialmente, el grado de peligro social del hecho, las circunstancias concurrentes en el mismo, tanto atenuantes como agravantes, y los móviles del inculpado, así como sus antecedentes, sus características individuales, su comportamiento con posterioridad a la ejecución del delito y sus posibilidades de enmienda.” no se explica que las multas impuestas lo hayan sido por inspectores de la empresa estatal de comunicaciones (ETECSA)  y del Ministerio de Comunicaciones presumiendo una culpabilidad no demostrada ante tribunales independientes e imparciales que en Cuba, además, no existen.
Por lo anterior, en ninguno de los casos las víctimas se ha demostrado que hayan violado el artículo 68 inciso i) que es declarado en los talonarios de multa pues el mismo expresa que  “Artículo 68. Se consideran contravenciones asociadas a las TIC, siempre que no constituyan delitos, las violaciones siguientes:
i) difundir, a través de las redes públicas de transmisión de datos, información contraria al interés social, la moral, las buenas costumbres y la integridad de las personas.” 
Es que no debe identificarse: el interés social con el interés de un partido único en el poder y el gobierno por él designado, la moral con la variante sesgada e impuesta de la moral socialista, las buenas costumbres con conductas de sometimiento y acatamiento rígido renunciando a las propias opiniones, a cuyo derecho se refiere el artículo 18 de la propia DUDH y la integridad de las personas con la integridad de los llamados “revolucionarios” en detrimento de la de los que nos consideramos tales por haberse reducido este concepto a quienes solo acatan las directrices “de arriba” pasivamente y callan sus verdaderos sentir y opinión por temor a ser marginados socialmente o reprimidos como demuestran los casos comunicados a vuestra organización sobre el tema a lo largo de decenios.
Lo anterior se une a muchos casos más que demuestran la existencia de un cuadro institucionalizado y persistente de violaciones de

 los derechos humanos en general, y de lo consagrado en el artículo 19 de la DUDH, lo que generó la Opinión 9/2003 del Grupo de Trabajo sobre Detención Arbitraria de vuestra organización y algunas de las recomendaciones hechas al gobierno cubano durante el pasado Examen Periódico Universal, a las cuales estas multas consideramos son parte de la respuesta de facto del gobierno cubano.
En este mismo orden de cosas, en el articulo 55 de la Constitución se asegura que el Estado cubano “Se reconoce a las personas la libertad de prensa. Este derecho se ejerce de conformidad con la ley y los fines de la sociedad. Los medios fundamentales de comunicación social, en cualquiera de sus manifestaciones y soportes, son de propiedad socialista de todo el pueblo o de las organizaciones políticas, sociales y de masas; y no pueden ser objeto de otro tipo de propiedad. El Estado establece los principios de organización y funcionamiento para todos los medios de comunicación social.” ¿Se ajustan este artículo de la Constitución y el Decreto Ley 370 a la prometida garantía de la “libertad de prensa” como internacionalmente es entendida y preceptuada en las normas internacionales de derechos humanos?
También la Constitución vigente expresa, de palabra, en su “ ARTÍCULO 54. El Estado reconoce, respeta y garantiza a las personas la libertad de pensamiento, conciencia y expresión. ¿ Es esta libertad solo válida para el “pensamiento, conciencia y expresión” de “revolucionarios” es decir de quienes dan apoyos incondicionales y cantan alabanzas a las decisiones y acciones de la oficialidad?
Los hechos.
La efectividad y credibilidad de toda organización se mide en parte por los resultados que esta obtenga en el logro de sus  fines, uno de ellos, en el caso de la ONU, es expresado en su Carta (San Francisco, 1945) de estar resueltos  “a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en 1a dignidad y el valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y de las naciones grandes y pequeñas, a crear condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el respeto a las obligaciones emanadas de los tratados y de otras fuentes del derecho internacional,”.
Teniendo en cuenta que según la ley cubana el monto de las multas se duplican al primer mes de impago,  se triplica en el tercero y a partir de ahí los multados pueden ser internados para cumplir el pago sustituido por días de prisión, en medio de la presencia del Corona virus en el país y en que la población penal es de alto riesgo de contagio del Corona virus que azota a nuestro país entre otros.
Y siendo que algunos de los multados han decidido no pagar las altas cuotas impuestas debido a su carácter arbitrario según las normas internacionales y que con ello asumen la postura de rebelión contra la opresión prevista en el Preámbulo de la DUDH, hacemos la siguiente 
Petición.
Solicitamos una acción urgente, concreta y efectiva de vuestra organización y otras regionales así como organizaciones internacionales de derechos humanos y Estados miembros de NU, antes esta nueva ola represiva contra actores de la sociedad civil no reconocida, en su mayoría periodistas independientes, pueda provocar daños a su integridad y la propia vida y dado que ya atenta, de hecho, contra su libertad, dignidad y derechos.
Nos basamos para esta petición en lo que es, de hecho, el cumplimiento de los preceptuado en la Constitución vigente en su artículo 8 “Lo prescrito en los tratados internacionales en vigor para la República de Cuba forma parte o se integra, según corresponda, al ordenamiento jurídico nacional. La Constitución de la República de Cuba prima sobre estos tratados internacionales”
Por lo que, al primar o cumplir solo en parte, no se cumple el principio de  que el ordenamiento jurídico de los Estados miembros de la ONU se ajusten y subordinen a las normas internacionales de derechos humanos.
Sin más, y en espera de la satisfacción de lo demandado, quedo de Ustedes,
                                                                Sinceramente,
                                                                                Moisés Leonardo Rodríguez

                                                                              Defensor de Derechos Humanos
